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SALA DE CASACIÓN SOCIAL
        Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO 

 

Los ciudadanos JOSÉ GÁMEZ ROMERO, HÉCTOR JESÚS ORTA, ELVIS PEÑA SUERO, MIGUEL DI MARCO, RICO BURAYE MUÑOZ y JESÚS MANUEL MOLINA MÁRQUEZ, representados por el abogado José Rafael Malavé Salazar, demandaron por cobro de diferencias en el pago de prestaciones sociales y otros beneficios derivados de la relación de trabajo, a las empresas VINILOFILM C.A., VINILOFILM S.R.L. (DISENVIN) y PLÁSTICOS TEVI S.A., representadas por los abogados Luis Alfonzo Rivas, Amelia Guzmán Arias y Josefina Zurita Aguilera, por ante el Juzgado de Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Municipio Vargas del Distrito Federal.

 

El Juzgado Superior Tercero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, conociendo la apelación ejercida por la parte demandante, dictó sentencia definitiva en fecha 9 de junio de 1999, declarando sin lugar la apelación y sin lugar la acción incoada, confirmando el fallo apelado.

 

Anunciado recurso de casación por el apoderado de la parte actora, fue admitido y formalizado oportunamente. No hubo impugnación.

 

Por auto de fecha 13 de enero de 2000, la Sala de Casación Civil declinó la competencia para conocer el presente asunto en esta Sala de Casación Social, a la cual corresponde en virtud de la materia, de conformidad con el vigente texto constitucional. Recibido el expediente, se dio cuenta en Sala el dos de febrero de 2000, y cumplidos los trámites de sustanciación y siendo esta la oportunidad para decidir, lo hace la Sala bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter suscribe el presente fallo, en los términos siguientes:

 

- I -

CUESTIÓN DE PREVIO PRONUNCIAMIENTO
 

Es criterio de esta Sala que con vista de las disposiciones de la nueva Constitución, por aplicación del principio finalista y en acatamiento a la orden de evitar reposiciones inútiles, no se declarará la nulidad de la sentencia recurrida si la deficiencia concreta que la afecta, no impide determinar el alcance subjetivo u objetivo de la cosa juzgada, no hace imposible su eventual ejecución o no viola el derecho de las partes a una justa resolución de la controversia.

 

En ese orden de ideas, la decisión de la Sala deberá considerar en forma previa el fundamento de lo decidido por la Alzada, para determinar si las denuncias que se formulan son capaces de alterarlo, o si impiden por omisión de pronunciamiento o de fundamentos, el control de la legalidad; y antes de declarar la nulidad del fallo por defectos en su forma intrínseca, será necesario examinar si el mismo, a pesar de la deficiencia, alcanzó su fin, el cual no es otro que resolver la controversia con fuerza de cosa juzgada, posibilidad de ejecución y suficiente garantía para las partes.

 

Por otra parte, la Constitución vigente da prioridad a la resolución de la controversia, en tanto que el artículo 320 Código de Procedimiento Civil privilegia la resolución de las cuestiones de forma, al establecer en su segundo aparte lo siguiente:

“Si al decidir el recurso la Corte Suprema de Justicia encontrare una infracción de las descritas en el ordinal 1º del artículo 313, se abstendrá de conocer las otras denuncias de infracción formuladas, y decretará la nulidad y reposición de la causa al estado que considere necesario para restablecer el orden jurídico infringido. Igual abstención hará cuando declare con lugar una infracción que afecte una interlocutoria que haya producido un gravamen no reparado en la definitiva.”

 

 

Dada la contradicción de esta disposición legal con los principios constitucionales que ordenan no sacrificar la justicia por la omisión de formalidades no esenciales, a obtener una justicia expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles, establecidas en las disposiciones de los artículos 26, 257, 334 y 335 de la Carta Magna, en acatamiento del deber, también constitucional, de aplicar con preferencia las disposiciones y principios constitucionales y garantizar su supremacía y efectividad, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil, la Sala desaplica la regla legal del artículo 320 eiusdem, que obliga a resolver, en primer término y en forma excluyente, el recurso de forma, para asumir la función de determinar, en cada caso concreto, cuál es el orden de decisión que mejor sirve a los fines de hacer efectiva justicia.

 

- II -

 

SÍNTESIS DE LA DECISIÓN RECURRIDA 
 

 

La Alzada fundamentó su decisión de declarar sin lugar la demanda, en las siguientes consideraciones:

 

"En efecto, en criterio de este Sentenciador, la solicitud contenida en el libelo de la demanda, en el sentido que se pide “… al Tribunal se sirva expedirme copia certificada de la presente demanda, de su auto de admisión y del auto que provea la presente solicitud, para su posterior registro certificada a que se refiere el artículo 1.969 del Código Civil, en su segunda parte, por lo cual el Tribunal que estaba conociendo, ordenó la expedición de las copias “a los fines de interrumpir la prescripción de la presente acción”, por lo que, al ordenar expedir la “... copia certificada del libelo con la orden de comparecencia del demandado, autorizada por el Juez …”, sólo actuó con apego a la norma, por lo que mal puede haber incurrido en “ultra petita” (sic) que pudiese invalidar o anular el auto en cuestión, lo cual por sí solo es suficiente para declarar que la copia protocolizada en la Oficina Subalterna del Segundo Circuito de Registro del Municipio Libertador del Distrito Federal, bajo el No. 50, Tomo 42, Protocolo Primero, el día 15 de diciembre de 1.994, fue expedida en forma legal, y que por ello en esa fecha quedó interrumpida la prescripción de la acción deducida originalmente, ya que sobre la reforma del libelo, nos pronunciaremos infra, y así se deja expresamente establecido”. 

 

 

“Dejó, además, asentado el fallo im​pugnado que “… de la lectura del es​crito libelar que fue presentado ini​cialmente y registrado por el actor, con la finalidad de interrumpir la pres​cripción se observa que en el mismo el apoderado de los actores reclama de​rechos laborales que según lo expre​sado por él asciende (sic) a la canti​dad de BOLÍVARES CINCUENTIÚN MILLONES TRESCIENTOS SIETE MIL TRESCIENTOS DIECISÉIS SIN CÉNTIMOS (Bs. 51.307.316,00) pero en ningún momento identificó, discri​minó o señaló que derechos, indemni​zaciones o prestaciones reclamaba, ni qué cantidad correspondía a cada uno de esos conceptos, observa este Juz​gador que al concluir un contrato de trabajo se generan a favor del trabaja​dor derechos a cobrar diversas pres​taciones e indemnizaciones (…) cada una de ellos (sic) constituyen créditos distintos, a pesar de que nacen de un mismo contrato, no obstante, no hay entre ellos vínculo de indisolubilidad al extremo que la causa de interrupción de la prescripción respecto de uno, abarque a todos en beneficio del acreedor. Y así se establece””. 

 

“Por lo tanto, al no especificar la parte actora en su escrito libelar cuáles de​rechos, indemnizaciones o conceptos reclamaban mal pueden pretender con el registro de esa demanda interrum​pir la prescripción de los derechos, in​demnizaciones o prestaciones que pretendía reclamar, toda vez que cada uno de ellos, como antes se indicó, son créditos diferentes que deben ser plenamente identificados y cuantifica​dos por separados (sic). Es por ello que cuando la parte actora procede a reformar la demanda de autos, tal como se observa a los folios 51 al 68 de la primera pieza del expediente, y desglosa o detalla los conceptos que reclama, la acción en lo que respecta a esos ya éstos se encuentran tranprescritos (sic) toda vez que éstos no fueron demandados inicialmente y desde la fecha de la terminación de la relación de trabajo que unió a las par​tes de este proceso a la fecha en que se realizó la reforma en cuestión transcurrió con creces el lapso que al efecto establece el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo …criterio este que sí comparte este Juzgador de alzada …”.

 

- III -

DENUNCIA POR INFRACCIÓN DE LEY 
 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313, ordinal 2º, del Código de Procedimiento Civil, la parte formalizante denuncia la infracción por parte de la recurrida de los artículos 61 y 64, literal “D”, de la Ley Orgánica del Trabajo y 4º y 1.969 del Código Civil.

 

Alega la parte recurrente que dichas normas son infringidas por errónea interpretación cuando el Juez de la alzada declara que la prescripción de la acción no se interrumpió con la protocolización de la copia certificada de la demanda, del auto de admisión y de la orden de comparecencia, por cuanto en el escrito libelar no se discriminaron las indemnizaciones y conceptos que se reclamaban. Aduce el formalizante que los artículos citados no exigen que se especifiquen los rubros que componen el derecho sustantivo reclamado, “sino que simplemente de lo que se trata es de una actuación formal, en el sentido de que debe reclamarse la pretensión y para mantener viva la acción, se debe registrar el libelo en la Oficina Subalterna correspondiente”. 

 

Para decidir, la Sala observa:

 

La prescripción extintiva o liberatoria es un medio de libertarse de una obligación por el transcurso del tiempo y bajo las condiciones determinadas por la ley. La prescripción supone la inercia del acreedor para exigir el cumplimiento del crédito por parte del deudor.

 

El artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo establece el lapso de un (1) año, contado a partir de la terminación de la relación de trabajo, como el lapso de prescripción de las acciones derivadas de la relación de trabajo. 

 

Este lapso de prescripción se interrumpe de las formas indicadas en el artículo 64 de la misma Ley Orgánica del Trabajo, las cuales son: 

 

a) Por la introducción de una demanda judicial, aun​que se haga ante un Juez incompetente, siempre que el demandado sea citado o notificado antes de la expiración del lapso de prescripción o dentro de los dos (2) meses siguientes;

 

b) b)      por la reclamación intentada por ante el organismo ejecutivo competente cuando se trate de reclama​ciones contra la República u otras entidades de ca​rácter público.

c) c)      por la reclamación intentada por ante la autoridad administrativa del Trabajo, siempre que se notifique al reclamado o a sus representantes antes de la ex​piración del lapso de prescripción o dentro de los dos (2) meses siguientes; y 

d) d)      por las causas señaladas en el Código Civil.

 



Por su parte, el artículo 1.969 del Código Civil, esta​blece que la prescripción se interrumpe mediante:

 

a)  a) Una demanda judicial, aunque se haga ante un Juez incompetente, siempre que se protocolice por ante la Oficina de Registro correspondiente y an​tes de expirar el lapso de prescripción, la copia certificada del libelo de la demanda con la orden de comparecencia del demandado, a menos que se le haya citado dentro de dicho lapso;

b)  b) Con la notificación al deudor, respecto del cual se quiere interrumpir la prescripción de un Decreto o de un Acto de embargo; 

c)  c) Con cualquier acto capaz de constituir al deudor en mora, bastando el simple cobro extrajudicial para interrumpir la prescripción del crédito. 

 



De un análisis de las distintas formas de interrupción de la prescripción de los créditos laborales, tanto las previstas en la Ley Orgánica del Trabajo como las previstas en el Código Civil, se debe concluir que para interrumpir la prescripción de las acciones derivadas de la relación de trabajo basta que el trabajador realice, dentro del lapso previsto en la ley, un acto capaz de poner en mora al patrono, exigiéndole el cumplimiento de las obligaciones derivadas de las leyes laborales. 

 



En virtud del carácter público que tienen los protocolos llevados por las Oficinas de Registro, cuando se protocoliza una demanda de un trabajador con la orden de comparecencia del patrono, debe considerarse que éste ha quedado en cuenta de la intención del trabajador de hacer valer su crédito, y por tanto con dicha protocolización se constituye en mora al patrono y se interrumpe la prescripción si es hecha dentro del término de un año. 

 

Con la protocolización de la demanda mediante la cual los ciudadanos José Gámez Romero, Héctor Jesús Orta, Elvis Peña Suero, Miguel Di Marco, Rico Buraye Múñoz y Jesús Manuel Molina Márquez, reclaman y demandan a las empresas Vinilofilm C.A., Vinilofilm S.R.L. (DISENVIN) y Plásticos Tevi S.A., el pago de cincuentiún millones trescientos siete mil trescientos dieciséis bolívares (Bs. 51.307.316,00) por concepto de derechos laborales consagrados en la Ley Orgánica del Trabajo, los citados trabajadores hicieron saber a las empresas empleadoras su intención de reclamar las cantidades adeudadas, constituyéndolas en mora.

 

No es preciso que a los fines de interrumpir la prescripción, la parte demandante discrimine qué cantidades se reclaman por cada concepto, pues al indicar que la demanda es por “concepto de los derechos laborales consagrados en la Ley Orgánica del Trabajo”, todos los conceptos adeudados por las empresas empleadoras (preaviso, prestación de antigüedad, domingos y feriados trabajados, vacaciones, participación en los beneficios de la empresa o utilidades, y los intereses causados por las cantidades devengadas como prestación de antigüedad) están incluidos en la reclamación.

 

Para interrumpir la prescripción de los créditos derivados de la relación de trabajo mediante la protocolización oportuna de la copia certificada de la demanda con la orden de comparecencia, basta que en la demanda se indique que el reclamo hecho por los trabajadores a las empresas empleadoras es por conceptos derivados de la prestación de servicios, de la relación de trabajo, pues, con ello se pone en mora a la parte patronal al hacérsele saber la voluntad de el trabajador de exigir el cumplimiento de las obligaciones pendientes.

 

La necesidad de discriminar cada concepto reclamado sólo es necesaria para determinar la procedencia de la demanda en la sentencia definitiva y no para interrumpir la prescripción; por ello, es que tal discriminación no es planteada en las normas referidas a la interrupción de la prescripción de las acciones, sino que sólo es prevista por los ordinales 3º del artículo 57 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo y 4º del artículo 340 del Código de Procedimiento Civil, ambos referidos a la especificación del objeto de la demanda en el escrito libelar.

 

Por las razones antes expuestas, se declara procedente la presente denuncia.

 

- IV -

DENUNCIA POR INFRACCIÓN DE LEY 
 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313, del Código de Procedimiento Civil y en el artículo 320 eiusdem, la parte formalizante denuncia la infracción por parte de la recurrida de los artículos 12, 1.359, 1.360 y 1.969 del Código Civil y 64, literal “D”, de la Ley Orgánica del Trabajo.

 

Señala el formalizante que el Juez de la alzada violentó los artículos citados, por falta de aplicación, cuando sostiene que las copias certificadas otorgadas por el Juez, ante el cual se propuso la demanda, a los fines de interrumpir la prescripción, son nulas por haber incurrido dicho Juez en ultrapetita cuando acordó librar, inclusive, copia certificada de la orden de comparecencia de las demandadas, cuando lo solicitado era sólo la copia certificada del libelo de la demanda, del auto de admisión y del auto que acordara lo peticionado.

 

Debe desestimarse la presente denuncia, pues de la lectura de la trascripción que del fallo recurrido se hizo en el Capítulo I de esta decisión, se desprende con claridad que el Juez de la alzada se apartó del criterio sostenido por la Juez del Tribunal de Primera Instancia, y declaró que eran válidas las copias certificadas libradas con inclusión de la orden de comparecencia, aunque ello no hubiese sido solicitado por la parte actora, por tanto es inexistente la infracción denunciada. 

 

- V -

DENUNCIA POR INFRACCIÓN DE LEY 
 

Con base en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con lo previsto en el artículo 320 eiusdem, la parte recurrente denuncia la infracción de los artículos 12, 1.359,1.360 y 1.969 del Código Civil y 61 y 64 de la Ley Orgánica del Trabajo, por falta de aplicación, siendo el dispositivo del fallo recurrido en consecuencia de una suposición falsa.

 

Alega la parte recurrente que el Juez de la alzada dio por demostrado un hecho con pruebas que no aparecen en los autos al dar por consumada la prescripción de la acción.

 

Para decidir, la Sala observa:

 

Conforme a reiterada jurisprudencia, la suposición falsa tiene que referirse forzosamente a un hecho positivo y concreto que el Juez establece falsa e inexactamente en su sentencia a causa de un error de percepción, porque no existen las menciones que equivocadamente atribuyó a un acta del expediente, no existen las pruebas sobre las cuales se fundamenta el sentenciador, o éstas resulten desvirtuadas por otras actas o instrumentos del expediente. 

 



 El mencionado vicio suposición falsa, en cualquiera de sus tres sub hipótesis, sólo puede cometerse en relación con un hecho establecido en el fallo, quedando fuera del concepto de suposición falsa las conclusiones del Juez con respecto a las consecuencias jurídicas del hecho, porque en tal hipótesis se trataría de una conclusión de orden intelectual que aunque errónea, no configuraría lo que la ley y la doctrina entienden por suposición falsa.

 

Cuando el Juez de la alzada declara consumada la prescripción de la acción que tenían los demandantes para reclamar el pago de las cantidades adeudadas al terminar la relación de trabajo, por cuanto la misma no fue interrumpida conforme a la ley, no está estableciendo ningún hecho concreto sin que consten pruebas en autos que lo respalden, sino que expone a la conclusión a la que llegó después del estudio de la causa, no existiendo por tanto la suposición falsa denunciada.

 

DECISIÓN

 


Por las razones antes expuestas, este Supremo Tribunal de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: CON LUGAR el recurso de casación anunciado y formalizado contra la sentencia de fecha 9 de junio de 1999, dictada por el Juzgado Superior Tercero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. En consecuencia, se declara la nulidad del fallo recurrido y se repone la causa al estado de que el Tribunal Superior que resulte competente dicte una nueva sentencia acatando la doctrina asentada en el presente fallo.


Publíquese y regístrese. Bájese el expediente.

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación  Social   del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, en  Caracas, a los nueve (9) días del mes de agosto de dos mil. Años: 190º  de la Independencia y 141º de la Federación.

 

El Presidente de la Sala,

 

 

_______________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

El Vicepresidente y Ponente,

 

 

____________________________

   JUAN RAFAEL PERDOMO

 

                 Magistrado,

 

 



_______________________________



ALBERTO MARTINI URDANETA

 

 

La Secretaria,

 

 

____________________________

BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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